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Prueba práctica, 5 de septiembre de 2018 

Derecho Administrativo General 

 

 
La “Organización de Trabajadoras Sexuales-OTRAS” solicitó el 11 de junio de 2018 a la Dirección 
General de Trabajo su reconocimiento como sindicato. Advertidos defectos en la documentación 
presentada, el citado órgano requirió el 5 de julio la subsanación de los mismos, la cual fue efectuada 
el 26 de julio. El 4 de agosto, el Boletín Oficial del Estado publicaba la resolución –que agota la vía 
administrativa- de la Directora General de Trabajo de 31 de julio anunciando la constitución del 
sindicato y asignándole un número identificativo. El sindicato se domicilia en Barcelona y agrupa sobre 
todo a prostitutas ejercientes en dicha ciudad, aunque su ámbito territorial es nacional, y aspira a 
representar también a prostitutos, bailarinas, actores porno y masajistas. Por su parte, y durante el 
mismo mes de julio de 2018, el Ayuntamiento de Barcelona reconocía la constitución de un sindicato 
promovido por un grupo de mujeres dedicadas a la prostitución en dicha ciudad. 
Enterada del asunto, la Ministra de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social ha rechazado la decisión y 
pretende revertirla inmediatamente porque cree que podría implicar el reconocimiento de las prostitutas 
como trabajadoras de una actividad que, aun siendo de libre ejercicio, raya con otras proscritas por las 
legislaciones penal (proxenetismo, trata y explotación sexual de mujeres) y administrativa (contratación 
en espacios públicos). De hecho, desde la entrada en vigor de la Ley Orgánica de Protección de la 
Seguridad Ciudadana en julio de 2015, las autoridades estatales han impuesto más de 1.600 multas (a 
razón de unos 1.000 euros cada una) por solicitar o aceptar servicios sexuales retribuidos en espacios 
públicos. Sin perjuicio de esta ley, en el Ayuntamiento de Madrid se ha presentado en junio de 2018 
una propuesta de ordenanza municipal que prescribe sanciones de hasta 3.000 euros para los 
demandantes de servicios sexuales en la vía pública, y una propuesta en la misma línea fue 
presentada sin éxito en el Ayuntamiento de Barcelona. 
La asociación Aprosex, que ofrece formación y apoyo a prostitutas, critica la reacción de la Ministra 
porque coarta los derechos de un colectivo que actualmente carece de toda protección laboral (pagas 
extra, vacaciones, bajas, subsidio de desempleo, pensión de jubilación…). 
A los pocos días de conocerse los hechos, la Directora General de Trabajo dejaba su puesto, en lo que 
los medios de comunicación han interpretado como un cese velado. 
Responda razonadamente en Derecho (y únicamente en el espacio facilitado al efecto) a las 
siguientes CUESTIONES: 

1. ¿Le parece correcto el modo en el que se ha exteriorizado el reconocimiento del sindicato? 
¿Qué recursos cabrían frente a la resolución y en qué plazo? ¿Tiene alguna influencia de cara 
al plazo de recurso la publicación en el BOE durante el mes de agosto? 1 punto 

2. ¿Puede la Ministra, y en su caso cómo, revertir la resolución de la Directora General? Valore 
en particular la concurrencia de alguna causa de ilegalidad en la resolución. 1’5 puntos 

3. ¿Ostenta la asociación Aprosex legitimación para interponer algún recurso contra la eventual 
decisión de la Ministra? 1 punto 

4. ¿Puede la Ministra cesar a la Directora General por no haber ajustado su resolución a la 
posición política del Gobierno? 1 punto 

5. ¿Puede cualquier Ayuntamiento aprobar una ordenanza de represión de la prostitución en la 
vía pública, y en su caso, en virtud de qué norma? ¿Qué norma sería aplicable en un municipio 
que cuente con una ordenanza propia que prohíba la contratación de servicios sexuales en la 
vía pública, ésta o la Ley Orgánica de Protección de la Seguridad Ciudadana? 1’5 puntos 

6. ¿Cuenta la Administración estatal con algún instrumento específico para oponerse al 
reconocimiento del sindicato de prostitutas por parte del Ayuntamiento de Barcelona? 1 punto 

 










	AdmvoGral_practico_septiembre_18
	AR-M256_20180914_124849

